
Reglas Prácticas para facilitar  
el acceso a la justicia de las  
Poblaciones Indígenas

Aprobada en la sesión N0  77-08 del Consejo Superior 
celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. 
Artículo XLI.

Utilización de intérprete en los casos que sea necesario y 
el deber de informarse con la comunidad indígena acerca 
de los alcances del conflicto sometido a su conocimiento.

1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización 
de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan 
territorios indígenas.

 2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se 
contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las 
personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir 
algunos gastos que origine su traslado a los despachos 
judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios 
que participen en las diligencias “in situ Los y las jueces, 
así como cualquier autoridad judicial establecerán como 
práctica la atención de las y los usuarios indígenas. 
(Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 
del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII).

 3. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) 
judiciales darán prioridad de trato a las personas 
indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.

 4. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las 
audiencias y juicios dentro de un horario accesible, 
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contemplando las particularidades de cada zona.
5. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que 

requieran documentos de otras entidades en este tipo 
de asuntos; establecerán los canales de comunicación y 
coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto 
a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Acceso 
a la Justicia los obstáculos que se les presenten para el 
cumplimiento efectivo de las recomendaciones.

 6. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los 
casos en que sean parte personas indígenas y especialmente 
mujeres, niñas, niños y adolescentes.

7. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque 
se cumplan las recomendaciones propuestas.

 8. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de 
las partes sea una persona indígena.

9. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto 
con otras instituciones públicas, la incorporación de las 
personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria 
y universitaria que faciliten su participación en la solución de 
sus asuntos a partir de su propia perspectiva.

 10. Derecho al intérprete o traductor: La Administración de 
Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena 
intérprete y traductor en su lengua materna, con cargo al 
presupuesto del Poder Judicial, salvo que hablé y comprenda 
el idioma español. El intérprete y o traductor será nombrado 
dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, 
podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad 
respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando 
las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin 
perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, 
conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.

 11. Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje 
antropológico/cultural: Cuando se juzgue a una persona 
indígena, el juez que conoce del caso dispondrá cuando ello 
sea necesario para resolverlo, de oficio o a petición de parte 
y costeado por Estado, el peritaje antropológico y/ o cultural, 
con fin de conocer las normas culturales particulares, la 
personalidad, vida del imputado, entre otras, vinculadas con 
el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 
339 del Código Procesal Penal.

La administración de justicia procederá a elaborar una lista de 
peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes 
tendrán por función efectuar, individual o conjuntamente, el 
peritaje requerido.

Protocolo para la toma de Denuncias a Persona Indígenas.

Consideraciones previas:
Conscientes del abandono histórico que han sufrido los pueblos 
indígenas, como lo es la falta de acceso a la justicia y las múltiples 
discriminaciones de las que han sido víctimas, la Fiscalía General 
de la República, consideró oportuno diseñar un protocolo para la 
toma de denuncias en materia indígena y así permitir la inclusión 
viable, humana e indiferenciada de estos usuarios en la dinámica 
del proceso y la política del Ente Fiscal.

Con ese propósito, el presente protocolo plantea una serie de 
aspectos que deben tomarse en cuenta debido a las especificidades 
y carácter especial con que los ciudadanos indígenas conviven y 
dan solución a sus problemas, dentro del contexto global de su 
acervo cultural.

El protocolo de actuaciones pretende promover, proteger y 
garantizar el derecho de Acceso a la Justicia de los Pueblos 
Indígenas en materia Penal, generando una atención adecuada 



para los y las indígenas que acuden al Ministerio Público a 
interponer una denuncia.

Los y las funcionarias de las fiscalías a nivel nacional deberán de 
manera obligatoria aplicar los parámetros aquí establecidos, 
contando así con despachos inclusivos donde se tome en cuenta 
la cosmovisión indígena de la zona a la cual pertenece el usuario 
(a). Directrices Generales:

Comunicar en forma inmediata a la Fiscalía de Asuntos Indígenas 
cuando se reciba una denuncia en donde esté involucrada una 
persona indígena.

Dar prioridad de trato a las personas indígenas al momento de 
presentarse a la Fiscalía. 

Circular  del Ministerio Público 03-ADM 2010

Identificar los expedientes con las letras AI (ASUNTO INDIGENA) en 
donde figure una persona indígena, con el fin que los mismos sean 
ubicados con mayor facilidad al momento de su atención, además 
agregar el nombre del pueblo étnico al que pertenecen.
Ejm. Bribri, cabecar, etc.

• Brindarles la información que requieran para interponer 
la denuncia de una forma clara, accesible, comprensible y 
oportuna para las victimas indígenas.

• Imponerles de todos los derechos procesales.
• Utilizar lenguaje comprensible en cualquier audiencia, 

comparencia y acto que se realice en forma oral.

• Garantizar a las personas indígenas sean imputados u 
ofendidos, que en los casos en que no hablan o bien no 
dominan el idioma español, se les nombrará un traductor que 
facilite la comunicación en el idioma correspondiente.

• Comunicar en casos de suspensión de una diligencia con la 
debida antelación a la víctima con el fin de evitar gastos y 
traslados innecesarios.

• Respetar la dignidad y tradiciones culturales de las 
personas indígenas.

• Aplicar las reglas Prácticas para facilitar el Acceso a la Justicia a 
las poblaciones indígenas” aprobadas por el Consejo Superior 
mediante sesión Nº 77‐05 artículo XLI.

Recepción de la denuncia a una persona indígena La recepción de 
la denuncia juega un papel fundamental dentro de la investigación 
y es el momento en donde la Autoridad Judicial recibe la noticia de 
un delito y es allí donde se tiene un contacto inicial con la víctima, 
en el particular al ser la víctima una persona indígena es de suma 
relevancia tomar en cuenta su condición de vulnerabilidad en la 
sociedad, de manera que este primer contacto va a determinar 
directamente a la víctima en cuanto a su participación en las 
demás etapas del proceso, de ahí la importancia de no utilizar un 
lenguaje complicado con el fin de evitar obstáculos para que la 
persona comprenda los alcances –derechos y obligaciones‐ del 
proceso al cual se esta sometiendo.

Además la recepción de la denuncia constituye el momento 
esencial en donde se puede recabar la mayor cantidad de 
información posible, logrando de esa manera reducir la 
revictimación en otras etapas. Es por lo anteriormente indicado 
que al momento de recibir la denuncia a una persona indígena, 
se debe tomar en cuenta lo siguiente:

• Los funcionarios que tengan contacto con ciudadanos indígenas 
deben estar capacitados y sensibilizados, brindándoles de esta 
manera a las poblaciones indígenas un acceso a la justicia y 
un servicio público igualitario permitiendo su inclusión eficaz, 
humana e indiferencia en la dinámica del ente fiscal.



• No se debe someter a la víctima a vocabulario complicado ni 
tecnicismos, sino utilizar un vocabulario claro, sencillo y una 
estructura simple.

• Se debe brindar un trato respetuoso acorde con la dignidad 
humana, sin discriminación de ningún tipo.

• Al tratarse de delitos sexuales y violencia doméstica, la 
denuncia debe recibirse en un ambiente privado que posibilite 
la confianza para relatar los hechos, y en la medida de lo posible 
con auxilio de profesionales especializados.

• Es importante tomar en cuenta, que al momento de nombrar 
un traductor en este tipo de asuntos debe procurarse que 
sea del mismo género que la victima, pues de lo contrario se 
estaría obstaculizando que la victima relate los hechos tal y 
como sucedieron.

• Asegurarse de aplicar las Directrices para reducir la 
revictimización de personas menores de edad y mujeres en 
temas de delitos sexuales.

• Se debe informar sobre todos los derechos que puede ejercer 
dentro del proceso penal, incluyendo el derecho de abstención 
cuando se encuentren los presupuestos constitucionales y 
asegurarse de que comprendan la información suministrada, 
de manera que se consigne en la denuncia la manifestación 
expresa de la parte ofendida y no se incluya por ejemplo 
una manifestación negativa de aspectos que no le han sido 
debidamente explicados o consultados.

• Los derechos necesariamente deben explicarse de manera tal que 
no les quede la menor duda de lo que están admitiendo o negando.

• Permitir que la víctima haga las preguntas que crea pertinentes 
y que requiera para comprender la situación.

• Se debe garantizar el derecho a la víctima de participar en 
el proceso, aunque no tenga la posibilidad de interponer la 
querella o acción civil.

• Es importante, que en los datos de la denuncia se incluya a qué 
pueblo pertenece la parte ofendida, con el fin de determinar 
si pertenece a los Cabecar, Huetar, Bribri, Teribe, Brunca, 
Chorotega, Maleku o Ngobe, y de esta manera poder tener en 
cuenta las costumbres particulares de cada pueblo durante la 
investigación, lo cual coadyuvará al análisis de la prueba para 
formular el respectivo requerimiento fiscal.

En la atención de asuntos penales donde figure como parte un 
ciudadano indígena deberá tomarse en cuenta la Ley Indígena, 
el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo, las 
Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en 
condiciones de vulnerabilidad, así como todos aquellos convenios 
internacionales aplicables en dicha materia.


